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T IHílUNAL OE ÉTICA GUB li: l{ NAMgNTAL: San Snlvador, a las once horas del día siete de 

enero de dos mil veintidós. 

Mediante reso lución ele focha seis de diciembre ele dos mi l veintiuno (C 498), se concedió a 

los intervinientes el pinzo de diez días húb iles para que presentaran las alegacio11es que estimaran 

pertinentes; en ese contexto, se recibió escrito presentado por el licencirnJo  

, Defensor Público de los investigados (Is. 500y501 ). 

Considerandos: 

l. Relación de los hechos 

Objeto del caso 

El presente procedimiento administrativo sancionador se tramita contra la señora Patri cia 

/\maya López, ex Subdi rectora del turno vespertino del Cent ro Escolar "Japón", del municipio de 

Mej icanos. a quien se atribuye la posible transgres iún a la prohibición ética regulada en el arl. 6 e) 

de la Ley de 12tica G uhernament~ll (LECI); por cua11to , presuntamente, en el período comprendido 

entre los días dos de ju11io de dos mil dieciséis y día catorce de julio de dos mil diecisiete. se habría 

ausentado de sus labores. fallando hasta cuatro días por mes sin so licitar permiso ni justificar dichas 

ausencias, pues 110 las consignahn en el li bro en que se registra la asistencia, ni en el reporte de 

inasistencias que se entrega al Ministerio de fülucacíón (M I N l ~D); purticulnrmente, en el mes de 

junio de dos mil diecisiete, habría incumplido su jornmla sin so licitar los permisos correspondientes 

ni realizar los reportes al MINED. 

t\simismo, se lra111i ta contra el scílor   . Exdireetor del referido 

centro de estudios, a quien se at ri buye la posible trunsgres ió11 al deber ético regulado en el artículo 

5 b) de la l.l~G; por cuanto, presuntamente, conocería sobre la situación descri ta sin haberln 

comunicado a este Tribunal o a la Comisión de Ética Gubernamental del MINE!). 

Desarru//o del µrucedi111ie1110 

1. Por reso lución de fs. 2 y J, se ordenó la i11 ves ti gació11 pre li minar del caso y se requiriú 

informe al Consejo Directivo del Centro l ~scolar ".Japón'' del municipio de Mej icanos, sobre los 

hechos objeto de aviso. 

2. En resolución de IS. 25 al 27. se decretó la apertura del procedimiento administrativo 

sancionador contra los señores Patricia /\111aya Lúpez y , y se les 

concedió el plazo de cinco días hnb iles para que ejercieran su derecho de defensa. 

J. Mediante resolución de folios 52 y 53 se ordenó notilicar por medio de edicto a In señora 

Pntricia Amnya Lópcz. el procedimiento iniciado en su contra . 

4. Por resolución de fo lios 57 y 58 se so licitó a la Procuradora General de la Rcpublica que 

des ignara un defensor público para que asisti era y representaran la señora Patri cia Amaya l)íaz. 

5. En resolución de folios 6 1 al 63, se abrió a pruebas el procedimiento r or el término de ocho 

días hób iles, y se comisionó Instructor rnra la investigación de los hechos y recepción de la pruebn. 

6. Med ian te reso lución de !o lios 72 y 73, se rnnplió el período de prueba por el término de 

cuatro días ht\bi les, a fin de que el instructor comisio11ado cul111innra las diligencias de inves ti gación 

La presente resolución en su versión original contiene datos personales y elementos de carácter confidencial. En 
ese contexto es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal sentido, conforme al criterio de la 
21-20-RA-SCA del 16/11/2020 y lo establecido en el artículo 30 de la LAIP, se extiende la versión pública: 



de los hechos, debido u la cornplej idnd que ex islín pnrn la recopilación, arní li sis de la prueba 

documental y pos ible obtención de prueba testimonial. 

7. Por escrito de r. 79, d li cenciado , so li citó intervenir en el 

procedimiento en cal idad de lklensor Público de los seílorcs Patricia Amaya López y  

. 

8. En el informe de kcha cinco de oct11bre de dos mil veintiuno, e l instructor delegado 

estableció los hallazgos de In inves ti gación eli.:ct11acla , incorporó prueba docu111e11ta l y ofreció 

prueba testi monial (fs. 80 al 82), con la docu 111c11 taciún adjunta (fs. 83 al 485). 

9. En rcsolució11 de fo lios 486 y 4H7 si.! autorizó la intervención del licenciado  

 como defensor públ ico de los investigados, señores Patricia A maya López 

y ; se admitió la prueba testimonial ofrecida por el instructor delegado 

y se señalaron las lllh.!VC horas del día diecinueve dt:: diciembre de dos mil vein tiuno para la aud iencia 

de prueba. 

1 O. En la fecha a11tes señalada (Is. 495 al 1197) se ll evó a cabo la audiencia de prueba señalada 

y se recibió el tes timonio de lns señoras  y  

. 

11. Por resolución de f\.;cha seis ele dicic111 brc de dos mil ve intiuno ( I'. 498) se concedió a los 

investigados el plazo de dict días hábiles para que pn.:sentaran las alegaciones que eslirnanrn 

pertinentes respecto de In prueba que obra cn el expediente; en ese contex to, el dieciséis de 

diciembre de ese a ilo, d lict:nciado    Martínez defensor público de los 

investigados, contes tó el trnsluclo final conferido. 

fl. F1111damc11lo j uríd ico. 

Ji·ansgres iones ((f ri hu idfls 

La conduela atribuida a la señora Patricia 1\maya Díaz se ca li licó como una posible 

tra nsgres ión a la prohi bic ión éli ca reg11 lacl a en el artículo 6 letra e) de In LEG. 

Dicha prohi bición pre1endc evi tar qt1c los servidores públicos realicen actividades <tjenas al 

quehacer instit ucional durnnte su jornada orcli11ariu de trabajo, salvo q11c exista una justificación 

lcgnl para e llo. La rdcri cln norma tiene por n l~jdo que el servidor público respete su jornada 

ordinaria, es decir, c l ti e111po efectivo establecido pí!rn que se dedique a las tareas usuales que 

corresponden a su puesto o cargo. 

La regulación común di.! la jornada de trnhnjo cn el sector público se encuent ra en el artículo 

84 de las Disposiciones Gencrales ele Prcsupueslos, el cual preceptúa que el despacho ordi nario en 

tocias las oficinas públ icas, scrú de lunes a vicmes, en una sola jornada ele líls ocho a las dieciséis 

horas. Al poseer esta disposición un cmúctcr gencrnl resulta útil para dclinir la jornada ordinaria o 

período de audiencia c11 que los Funcionarios y empicados estón obl igados a asi stir a su despacho u 

o ficina, ante la fa lta de un horario particular contemplado por las leyes y reglamen tos que rigen 

ámbitos especí ficos. 

Lo anterior tiene su fundamento en la naturalez<t del trabajo prestado por el servidor públ ico, 

e l cual estt\ determinado por las necesidades y conveniencias generales de los ciudadanos, 
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delimitado por el ordenamiento jurídico y enmarcado en las competencias ele los entes públicos; por 

lo cual, el interés que sati sface en este caso el trabajo del servidor público es el interés general de la 

comunidad, que recibe los servicios públicos. 

En ese sentido, en las entidades de l l ·:stado debe cumplirse una jornada ordinaria ele trabajo, 

que permi la a los usuarios obtener los servicios y real izar las gestiones de su interés dentro de un 

plazo rnwnable, y no cstab leeiclo a conveniencia del interés particular del servidor público. 

No cabe duda que la J\dminislrnción Pública está destinada a operar en condiciones óptimas, 

con el propósi to de brindar servicios de calidad, de conformidad con los recursos (materiales y 

personales) que se .han dispuesto para ello y, ante la ausencia ele estos, el cumplimiento de los lines 

institucionales no se reali za en el tiempo o circunstancias planificadas . 

Eslo no implica negar la posibilidad de que los servidores públicos puedan ausentarse de sus 

labores, pero ello debe ser por motivos legales, mediante el debido procedimiento y en los Umites 

que la ley establece, para que dicha ausencia no sea arbitr<'lria. 

Ciertamente, para que un servidor públi co pueda realizar una actividad particular durante su 

jornada ordinaria de trabajo es imprescindible contar con e l aval de la autoridal1 (o institución) en 

la que ~jercc su cargo en virtud ele alguno el e Jos supuestos legales que lo permite, pues de lo 

contrario podría generarse un pe1juicio o detrimento del desempefío de la función pública y, en 

consecuencia, del servicio que se presta a la ciudadanía. 

Por ende, cuando los servidores gubername nta les incumplen sus horarios de trabajo sin 

justificación legal alguna, se afecta e l e;:jcrc icio de la función estatal, lo que inc luso podría derivar 

en la prestación de servicios públicos ineficientes y en el retraso de los trámites o fu11cio nes 

ins titucionales que les corresponde realizar. 

Y es que la actuación de los servidores públicos debe regirse por los princ ipios éticos de 

supremacía del interés público, probidad, responsabilidad y lea ltad, establecidos en e l artículo 4 

letras a), b), g) e i) ele la LEG, lo cual supone que atiendan las funciones que les corresponden ele 

forma personal , estrictamente en el tiempo, fo rma y lugar establecido por las normas adnúnistrativas 

respecto a asistencia, horarios y vocación de servicio, pues es en razón de ello que reciben una 

remuneración provenien te de fondos públicos. 

En tal sentido, se pretende evitar las clcficiencü1s por parte ele los servidores públicos e11 el 

desempeño de la importante funci ón que realizan. De ahí, la necesidad de prohibir esle tipo ele 

conductas. En ese mismo sentido se pronunció este Tribuna l en la reso luc io nes de las catorce horas 

del día doce ele junio de dos mil veinte y de las diez liorns con cuarenta y cinco minutos del día 

veinticuatro de febrero de dos mil veintiuno, en los procedimientos referencias 126-A-16 y 2 14-1\-

18, respectivamente. 

Por o tra parte, la conducta atribuida al señor , se cal ificó como 

una posib le transgresión al deber ét ico regulnclo en el artículo 5 lelrn b) de la LEO. 

J\I respecto, la LEG no establece un concepto de denuncia, pero en su artícu lo 30 dispone que 

"Toda persona puede, por sí o por medio ele representante, interponer una denuncia ante la Comisión 

de Ét ica Gubernamenta l respectiva o ante el Tribunal, en contra de cualquier persona suj eta a la 
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aplicación de esta l .ey, sobre hechos que pudieren constituir infracciones a los deberes o 

prohibiciones éticas". 

En ese sentido, la doctrina señala que por denuncia debe entenderse el acto por el que cualquier 

persona, en cumplimiento o no de una obligación legal, pone en conocimiento de un órgano 

administrat ivo Ja ex istencia de un determinado hecho que pudiera constituir infracción 

administrativa (Nieto, Alejandro, Dered10 Administrati vo Sancionador, Madrid 2012, p. l 07). 

Por su parle, la Sala de lo ConslitucionaJ de la Corte Suprema de Justicia sostiene que la 

denuncia es una noticia o aviso a una autoridad administrativa o judicial, de una situación irregular, 

ilegal o delictiva, para que la autoridad proceda a la averiguación y a sancionar al responsable 

(Interlocutoria del 11/IX/2006, Amparo 74-2006). 

Por tanto, el deber de denuncia regulado en el arlículo 5 letra b) de la LEG, consiste en la 

obligación ele dar aviso a la autoridad competente -Tribunal de Ética Gubernamental o Comisión 

ele l~t i ca Gubernamental- c11anclo se tenga conocimiento nu.onable ele la comisión de una infracción 

ética regu lada en esa ley, para su investigación y posterior sanción, derivando responsabilidad para 

quien lo omita. 

Dicha norma responde, a la neces idad clt: cooperación activa de tocios los sujetos con el Estado 

en cumplimiento de la función ele vigilancia, control y erradicación de la corrupción, y recae con 

mayor énf~1sis en la parti<.;ipación y colaboración activa ele las entidades es tatales y sus respeclivos 

servidores públicos. 

lll. P rueba r ecabada en el p rocedi miento 

En e:::; te caso la prueba que seró objeto de va loración, por ser lícita, pertinente, idónea, 

necesaria y útil, es la siguiente: 

Recabada por el 'frib111wl: 

l. Copia simple de reso lución de focha veintiséis de lebrero ele dos mil diecinueve, emi tida 

por miembros del Tri bunal Calificador del l\llinislerio de Educación, por medio del cual se 

selecciona al señor  como Director Único del Centro Escolar ".Japón" 

(f. 98). 

2. Copia simple de resolución de focha trece ele enero ele dos mil dieciséis del Tribunal 

Calificador del Ministerio de 1 ~ducaci ón, por medio del cual se selecciona a la señora Pal ricia Díaz 

como Subdirectora en el turno vespertino del Centro Escolar "Japón" (f. 99). 

3. Copia simple ele hoja de "Distribución de Carga Horaria de Personal Docente" 

correspondiente al año dos mil diecisiete de l Centro Escolar "Japón" (f. 100). 

4. Copia simple ele libro de asislencia de docentes (ís. 208 al 473). 

5. Copia simple de reportes de respaldo de licencias, permisos y misiones oficiales de la señora 

Patricia /\maya Díaz en Ja Departamental ele Educación ele San Salvador (fs. 102 al 202). 

6. Tabla de Excel con despliegue de horas de entrada, salida y justilicaciones de marcación 

(e l cual consta en disco compacto anexo). 

7. Informe de la Unidad Receptora de Denuncias del TEG (f. 482). 

8. Informe de la Dirección de Auditoría Interna del Educación (f. 485). 
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Prueba testimonial: 

'r, n,.·,i::.:1 ') 
, J ,_ IJ .;;) L 

Declaraciones de las señoras  y , recibidas en 

la audiencia de prueba realizada por este Tribunal el d ía diecinueve de noviembre de dos mil 

veintiuno (fs. 495 al 497) quienes, en síntesis, man ifestaron que: 

La señora  

Refirió que, aclualmente es  en el Centro Escolar Japón; cargo que también 

desempeñó durante junio de dos mil dieciséis a junio de dos mil di ecis iete, en dicho cenlro 

educnlivo; señaló que la señora Patricia /\maya, Subdi rectora, tenía el co ntro l total del libro de 

asistencia, faltaba con frecuencia dos veces a la semana a su luga r de trab<~i o , de manera indiv idual 

como docentes no les daba informe de sus inas istencias solo decín que tenía cosas que hacer ele parte 

de la escuela o por cuestiones personales; no les mostraba ningún documento en el cual justificara 

sus inasistencias, en ocasio nes cuando 1 legaban a firmar e l 1 ibro de asistencia que es la manera de 

llevar e l contro l de as istencia, se fijaba que c11 la parte de arriba de la hoja estaba con lápiz el nombre 

de ella y la letra era del señor ; agrega que, decían que andaba en capacitacjón pero no 

daban delalles, o justificaciones por escrito y cuando ella se ausentaba no habían observacio nes, se 

escribía a lápiz el nombre de e ll a y firmaba como si hubiera es tado ahí. 

Añade que, el señor  era el Director del Centro Esco lar Japón y ante las 

inasi stencias de la señora Patricia Díaz no tomo ninguna acción al respecto, no informó, no denunció 

nada, incluso él escr ibía a lúpiz en el libro para que ella pudiera firmar posteri ormen te. 

A preguntas del defensor público, contestó que no tiene pa rentesco co n In señora Patric ia Oíaz, 

no lenf a controversias, p leitos o revanchi smo contra el la. Agregó que, al lllornento de los hechos era 

 y no estaba fa <.:ultada para recib irle permisos a la sefiora Patricia Díaz. 

La seífora : 

Manifostó que nctualmcntc es  en el Centro Escolar Japón; a l momento de los 

hechos investigados, crn  de bachillerato en el lurno vespertino; agrega que, 

Ja scfiora Patricia Oíaz se ausentaba constantemente ele su trabajo, has ta dos veces por semana; 

señala que tenía que rcgis lrar su asis tencia en e l libro el cual estaba a cargo de e lla, quien usualmente 

estaba ausente, pero se hacía constar en el libro que cstabn presente o se retiraba antes y el si guiente 

día firmaba como si estaba presente. 

Finalmente, a preguntas del defensor público refiri ó que en esa época el Director de l centro 

esco lar era el señor  y no sabe s i el hacía o no los reporles completos y afirmó que la 

agenda el e trabajo es personal y no se con ría a ni ngún prolcsor. 

m sefíor , en ej ercicio de su derecho n última palabra dijo que 

según la normativa del MTN ED, todos los trabajadores ti enen derecho a d iforentcs permisos con o 

sin goce de sueldo, en ese contexto, afirmó que no podía nega r permisos. 

Los reportes se enviaban a la Dirección Departamenlnl de Educación y su horario era desde 

las ocho a las dieciséis horas, ll egaba inc luso antes de esa hora y se iba después ele esa hora, porque 

había turnos de noche, los permisos ele la scílora Patric ia /\maya se remitían a Desarrollo llumano 
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de la Dirección Dep<1rtrnncntal de Educación y 110 cs competencia ele los doccntcs controlar los 

permisos del Di rector y subdi rectora. 

Refi rió que, algunas prnfr:soras pedían rcvisar e l informe que se enviaba y esa in formación 

es taba dispon ible para los rn nestros, aunque no crnn compc.:tencia de ellos y el dire<.;lor ni subdirector 

estaban obligados a mostrar los informes, sin embargo, se ponían a disposición de consulta de los 

demás profesores. /\ linnu q11e, los testimonios de las señoras testi gos son subjel ivos, por e l trabajo 

de fi scnlización que descmpcñnba la señora Patricia Dínz tenía enemigos. 

rinalmente, so lic itó que se pidan los in limncs que se remiten a la Dcparlamental ele 

Educación. Al respecto, se advierte que los 111isn1os ya constan a fo lios 102 al 157 del presente 

expediente. 

IV. Valoració11 de la prncba y decisión del caso. 

De conlormidad con lo dispuesto en el artículo 35 inciso 5° de la LEG, las pruebas vertidas 

en el procedimiento se va lornr<ln según el sistema de la sana crílica, el cual se asien ta en el principio 

de razonabi lidad y obliga u que lns mc1ximas di.; experi encia consten en la motivación de la 

resolución clelin iti va; a fin de evidenciar cómo se ha alcanzado certeza de lo afirmado por las partes. 

El artícu lo 89 del Reglamento de la LEG cs lnblece que en el pro<.;cdimiento ad 111 i11istrati vo 

sancionador rige el principio de libertad probatori a, siendo admisibles todos los medios de prueba, 

que cumplen los requisitos ele li citud, pertinencia , icloncidacl, necesidad y uti lidad; habiéndose 

renlizado el jui<.; io de admisibilidad y procedencia correspondiente. 

Aunado a ello, el artículo 106 incisos 1º,2° y Jº de la Ley de Procedi mientos /\dminislrat ivos 

(LPA), establecen reglas generales en cuanto a los medios probatorios, así: "1.J los \1cchos relevantes 

para la decisión de u11 procedimiento podrán probarse por cualquier medio de prueba admisible en 

derecho y será ap licable, en Jo que procediere, el Código Procesal Civil y Mercantil.----Se 

practicarán en el proc1.:dimie11to todas las prucbas pertinentes y útiles para determ inar la verdad de 

los hechos, aunque no hayan sido propuestas por los interesados y aun en contra de la vo luntad de 

és tos. ----Las pruebas scnín va loradas en rornrn 1 ibre, de conformidad con las reglas de la sana 

crítica; sin embargo, para el caso de la prueba documental , se estará al va lor tasnclo de la misma en 

el derecho procesal co111ún". Y el inciso 6° de la disposición legal c itada prescribe qne " fl los 

documentos forma li zados por los funcionarios a los que se reconoce la condición de autoridad y en 

los que, observándosi.: los requisitos legales con-cspondientcs se recojan los hechos constatados por 

aquellos, haní n prueba de éstos salvo que se acrcdile lo contrario''. 

Así, en el presente caso, dentro ele la prueba vertida se encuentra la documental, la cual se 

configura dent ro el~ los documentos públicos admin islrnt ivos, que son los "válidamenle emitidos 

por los órganos de las Administraciones Públicas; esto es los producidos por un órgano 

administrati vo de acuerdo con las fo rmal idadcs ex igidas en cada caso" (Barrero, C., óp. cit., p. 336). 

Lo anterior, en con<.;Orda11á1 con los arlícul ns 106 de la LPA y 33 1 del Código Pro<.:esal Civil 

y Mercantil (CPCM), éstc último refiere que scnín instrumentos públicos " los ex pedidos por notario, 

CJUC da fe,)' por auloriclHd O IUl1CÍOl1élrio público Cll d ejercicio ele SU fün<.:iÓll pública"; CUYO va lor 

probatorio, de conlcmnidacl al artículo 3-11 del CPCM, constituye "prueba lehacicnte de los hechos, , \ 
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actos o estado de cosas que documenten; de la lecha y personas que intervienen en el mismo, así 

como del fedata rio o f-lrncionario que lo expide". En este sentido, es preciso acotar que la prueba 

documental vertida en el procedimiento consta de informes y certi ficaciones emitidas por servidores 

de instituciones públicas. 

Por tanto, a partir de la prueba aportada en el transcurso del procedimiento se ha establecido 

con certeza que: 

J. Del vínculo laboral de los seí1ores Patricia A maya Díaz y  

con el Centro Escolar "Japón": 

En el período comprendido entre el dos de junio ele dos mil el icciséis al catorce de ju I io ele dos 

mil diecisiete, el señor , ejerció el cargo de Director en el Centro 

Escolar Japón, municipio de Mejicanos; y, la señora Patricia J\maya Díaz, ~j crció en el cargo de 

Subdirectora en ese centro escolar (fs. 98 y 99). 

2. Del horario laboral de la señora Patricia A maya Díaz: 

Durante el período OQjcto de investigación, estuvo obligada a cumplir el horario ele turno 

vespertino de lunes a viernes de lns trece a las die<..:iocho horas (f. 100). 

3. De la irregularidad de asistencia lahoral por pnrte de la investigada Patricia Amayn Díaz: 

Según el artículo 8 del Reglamento de la Ley ele la Carrera Docente, en todo <..:enlro educativo 

deberá llevarse un Expediente del Desempeño Profesional del educador en el que además de los 

elatos consignados en su expediente profosional se anotarán entre otros los siguientes: a) La fecha 

de ingreso a la institución y la de egreso de Ja misma; b) Las evaluaciones a su desempeño 

profesional y sus resultados; c) Las capacitaciones rec ibidas; d) Las licencias con goce o sin goce 

de sueldo recibidas; e) Puntualidad y asistencia; y f) Méritos y otras anotaciones relacionadas con 

su .. labor (el resaltado es nuestro). 

Asimismo, de acuerdo al artícu lo 34 del Reglamento de Normas Técnicns de Control In terno 

Específi<..:as del Ministerio de Educación, las licencias, permisos, misiones oficiales y faltas de 

marcación o registro justificadas del personal , debe tramitarlos cnda empleado oportunamente, de 

conformidad a los tiempos establecidos en la Normativa para el Registro, Control de Asistencia, 

Permanencia y Puntualidad de los Empicados Ad111inistrativos del Ministerio de Edu<..:ación. Las 

jefaturas del MINED central, deberán au tori :wrlos y remitirlos oportunamente a la Dirección 

encargada ele la administración del recurso humano, ele no ha<..:crlo en el tiempo establecido, dicha 

oficina aplicará los descuentos respectivos en cumplimiento a las regulaciones establecidas. 

En este sentido, la Normativa para el Registro y Contro l de Asistencia y Permanencia y 

Puntualidad de los Funcionarios y Empicados Acln1in istrativos del Ministerio ele Educación, en el 

Nº 8, señala que: 8. l Las licencias por motivos particulares que se soliciten sin goce de sueldo deben 

presentarse e.inca días antes del inicio ele dicha li <..:encia, con<..:ed iéndose hasta dos meses en el año, 

y se autorizarán inicialmente con un mes y el siguiente con una prórroga. Dichas 1 icencias quedan 

a discreción del Jefe inmediato. (Art. 92 de las Disposiciones Generales de Presupuesto y Art. 12º 

ele la Ley de t\suetos Vacaciones y Licencias de los Empleados Públicos) 8.2 El funcionario o 

empleado que requiera permiso por motivo personal sin go<..:c sueldo para ausentarse ele su oficina 
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durante el mes de diciembre ele cada afio , no tendrá derecho a la compensación adicional en efectivo 

(Aguinaldo) 8.3 En el caso de licencia por moti vo personal, el empleado deberá presen tar la solicitud 

(I-'-Rll-1) al Jefe inmediato, rara el trómite correspondiente. 8.4 Se conceden a discreción del Jefe 

respectivo de servicio las licencias por motivos personales con goce de sueldo y no podrán exceder 

ele cinco días en el afio (Arl. 1 1° de la Ley ele /\suelos Vacaciones y Licencias ele los Empleados 

Públicos); el Jefe la tramitará ante la Unidad ele Recursos Humanos para los electos de control. (F­

RT 1-2). 

En el caso particular, se ha acreditado que la señora Patric ia Amaya Díaz, en las fechas ocho, 

catorce, y veinte de julio; quirn.:e y veintiséis el e agosto; cinco de septiembre; cuatro y dieciséis ele 

noviembre; todos del año dos mil dieciséis; así como nueve de junio y treinta de julio, ambas fechas 

ele dos mi 1 diecisiete, no dejó constancia ele su entrada y sal ida ele su jornada laboral en el libro de 

asistencia de personal docente del Complejo Educati vo "Japón'', departamento de Mej icanos, no 

obstante justificó consignando la leyenda "permiso" junto a su nombre en el li bro respectivo (fs . 

102 al 116 y 120 al 13 1, 140 y 141 , 1'13 a 157; 165 al 207 y 208 al 473). 

En defin itiva, la prueba antes mencionada es concordan te con lo manifestado por las testigos, 

quienes refi ri eron que la seíiora /\maya Díaz incumplía su jornada laboral sin just ificar las 

a usc11ci as. 

Por lo que, se ha establecido que en lns fechns ocho, catorce y veinte de julio; quince y 

veintiséis ele agosto; cinco de septiembre; cuat ro y dieciséis de noviembre; todos del año dos mil 

di eciséis; así como nueve de junio y treinta de julio, ambas fechas de dos mil diecisiete, la señora 

Patricia Amaya Díaz habría incumplido con su jornada laboral y - como ya indicó- si bien en el 

libro ele registro de asistencia consignó las leyendas de "permiso'', inobservó el procedimiento legal 

establecido para el trómi te del perm iso personal, li cencia por enCermeclad o capacitación, ya que no 

completó el formulario correspondiente y en razón de ello dichas justificaciones no füeron remitidas 

a la Dirección Departamental ele Educación. /\sí, no se le real iza ron los descuentos a su sa lario por 

las ausencias referidas; es decir, percibió salario por jornadas laborales no desempeñadas, pues en 

lugar de desempeñar las fu nciones que le correspondían realizó act ividades de índole particular, 

transgrediendo la prohibición ética regulada en e l artícu lo 6 letra e) ele la LEG en tanto se esperaba 

ele ell a que, como servidora pública, empleara e l tiempo asignado exclusivamente para desempeñar 

sus funciones y cumpli r las responsabilidades para los que fue contratada, ya que recibió un salario 

proveniente ele fondos públicos, espec( (icamente, de l MlNEDUCYT. En consecuencia, deberá 

determinarse la responsabilidad correspondiente. 

En este punto, respecto a las alegaciones efectuadas por e l defensor público ele los 

investigados, relacionadas a que se emi ta un sobreseimien to a favor de los mismos (fs. 500 y 501), 

esle Tribunal considera que no se advierten elementos que permitan establecer la existencia ele una 

causa ele sobreseimiento, ele confonnidacl al artículo 90 del RLEG. 

V. Sanci{rn aplicable. 

El Artículo 42 de la LEG prescribe: "Una vez co111probaclo el inc11111pli111iento de los deberes 

éticos o la violación de las prohibiciones éticas previstas en esta Ley, el 71-ibunaf sin pe1j uicio de 
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la responsabilidad civil, p enal u otra a que diere lugar, impondrá la multa respectiva, cuya cuantía 

no será inferior a un salario mínimo mensual hasta 1111 máximo de cuarenta salarios mínimos 

mensuales urbanos para el sector comercio. 

El Tribunal deberá imponer una sanción por cada i11fracción comp robada". 

Según el Decreto Ejecutivo N.º 104 de focha uno de julio de dos mi l trece, y publicado en el 

Diario O ricial N.º l l9, Torno 400, de esa misma rccha, el mon to del salario mín imo mensual urba110 

para el secto r comercio vigente al momento en que se reali zó la conducta constitutiva ele transgresión 

a la prohibición ética regulada en el art ículo 6 letra e) de la LEO, de parte de la señora Díaz, y de l 

deber ético regulado en el arlículo 5 letra b) de la LEO por parle del señor , es deci r en 

el año dos mil dieciséis, equivalía a doscientos cincuenta y un dólares con setenta centavos de dólar 

ele los Estados U nidos de América (US$25 1. 70). 

Oc acuerdo con el Decreto Ejecutivo N. 2 de fecha dieciséis ele diciembre de dos mil dieciséis, 

y publicado en el Diario Oficial N . 236, Tomo 4 13, ele fcchn d iecinueve de d iciembre de ese mismo 

año, el monto del salario mí nimo mensual urbano para el sector comercio vigente al momento en el 

que los investigados continuaron cometiendo la infracción ética antes indicada, en el año dos mil 

diecisiete, equivalía a trescientos dó lares ele los fü tados Unidos el e /\mérica (US$300.00). 

Oc conformidad con el artículo 44 ele la LEG, para fijar el monto de la multa el Tribunal 

considerará uno o más de los siguientes aspec!os: V la gravedad y circunstancias del hecho 

cometido; ii) el beneficio o ganancias obtenidas por el i1!fractor, su cóny uge, conviviente, parientes 

o socio, como consecuencia del acto 11 omisión constitutivos de h1fracción; iii) el daño ocasionado 

a la Administración Pública o a terceros pe1j11dicados,· y iv) la capacidad de pago, y la renta 

potencia/ del sancionado al momento de la i1¡ji-acción. Estos son, pues, los criterios ele dosimetría 

que deben valora rse para que la sanc ión impuesta sea proporcional. 

En este caso, los parámetros o criterios objetivos para cuantificar la multa que se le impondrá 

a la seí1ora Patricia Díaz, son los siguien tes: 

i) La gravedad y circ1111stancias del hecho cometido. 

En el caso de mérito, la gravedad de la conducta antiética cometida por la investigada deviene 

de una circunstancia de In cual se vn lió para evadir las rcsponsabi lidades legales que pudiesen 

deducirse de esa transgresión, es decir, de la acción de tratar ele justi !icar sus inasistencias en el libro 

de control de asi stencia, pero contrari o a la normativa. 

Lo anterior, revela que la investigada inobservó el principio ético de transparencia - artículo 4 

letra f) LEO- según el cual las personas sujetas a la LEG deben actuar de manera accesible para que 

se puedn conocer s i su actuación es legal, efi ciente, e ficaz y responsable. 

C iertamente, la transparencia ex ige una conduela clara que permita visualizar lo que hay 

detrás de un acto o promesa que tenga la vocnción ele producir efectos jurídicos (Viana Clevcs, 

María José. El principio ele Confianza Legitima en el derecho Administrativo colombiano, 

Universidad Externado de Colombia ílogotá, Primera Edición año 2007, P<~gs. 40 y 45, ci tada en el 

artículo Principio de la Buena Fe y Responsabilidad de la Adminis tración Pública de Roosvelt Jair 

Ospina Sepúlvecla). 



La transparencia es además un elemento inherente a la buena fe. Ésta última se trata de un 

principio general del Derecho que, para la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema ele Justicia, 

en lo medular se relaciona con el deber de conducirse honradamente ( . .. ) en Ja formación y 

ejecución de una relación jurídica y sus consecuencias (Sentencia pronunciada el 1O/TV/20 1 O en el 

proceso de Habeas Corpus referencia 267-2002. 

La buena fe tiene como ideas opuestas la mala fe, el dolo, el engaño, el fraude, la infidelidad, 

la mala intención, In ma licia y la violencia (Sentencia pronunciada por la Sala de lo Civil ele la CSJ 

el 24Nll/2001 en la Casación referencia 1346-2001 ). 

En ese orden de ideas, también se colige que la investigada, al realizar las conductas descritas 

en el párrafo inicial de este apa rtado, no actuó de buena fe pues, para sustraerse del cumplimiento 

ele sus responsabilidades laborales con la escuela en la que laboraba, evadir la determinación ele 

posibles responsabilidades legales, simuló haber asistido a trabajar en los días relacionados, 

comportamiento que denota engaño, fraude, ma licia y la intención de mantener ocultas dichas 

circunstancias, en oposición a la transparencia que exige el actuar de buena fe. 

Además, debe tomarse en consideración que la infractora desempeñaba un cargo de 

administración dcnlro de la inslitución, lo cual le exigía un pleno cumplimiento ele la normativa que 

le regía. 

En ad ición a ello es ele señalar que, este tipo ele conducta, ciada la importancia de las !'unciones 

de la investigada mientras se desempeñó como Subdirectora de centro escolar, liene una 

repercusión, pues la desatención injustificada de labores altera el normal füncionamienlo de la 

institución y, en el caso particular, del servicio de educación que se brinda. 

Por tanto, la magnitud de la infracción comet ida por la señora Díaz deriva entonces de: (a) la 

naturaleza del cargo desempeñado por la referida servidora pública, su posición de autoridad y 

dirección; (b) el haber consignado mediante su firma en el li bro de asistencia haber asistido a trabajar 

en unos de los días relacionados y solicitado permisos en otros; y ( c) la inobservancia de Ja 

normativa institucional que le regía. 

ii) La renta potencia! de la sa11cio11ada al momento de la transgresión. 

En el año dos mil diec iséis y dos mil diecisiete, cuando acaecieron los hechos comprobados 

en este procedimienlo, la señora Díaz percibió un salario mensual de selecienlos sesenta y cuatro 

dólares de Jos Estados Unidos de América con ocho centavos (US$764.08) ffiás ciento eunrenla y 

cinco dólares de los Estados Unidos de América con veinle centavos de Sobresueldo de Director en 

el lurno vespertino (fs. 92 al 94). 

l~n consecuencia, en atención a la gravedad de la transgresión cometida y a la renta potencial 

de la señora Díaz, es perlinenle imponerle a esta última una multa de un salario mínimo mensual 

urbano para el sector comercio, de doscientos cincuenta y un dólares de los Estados Unidos de 

América con setenla centavos (US$25 l. 70), por la transgresión a la prohibición ética regulada en el 

artícu lo 6 letra e) de la LEG, cuantía que resulta proporcional a la infracción cometida según los 

parámel ros antes dcsarrol lados. 
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VI. Respecto a la omisión del señor  de denuncia r el h echo 

a tribuido a la señora Díaz. 

Al señor  se Je atribuye q ue conocería sobre los hechos atribuidos a la señora 

Amaya Díaz sin haberla comunicado a este Tribunal o a la Comisión de Ética Gubernamental del 

MINED. 

Sin embargo, al hacer una valoración integral de la prueba recabada, se advierte que si bien la 

testigo  refir ió q ue el señor  tenía conocimien to de lns 

inasistencias de la señora Patricia Díaz pero no tomó ninguna acción al respecto, no informó ni 

denunció el hecho; se advierte que no existe prueba a lguna que corrobore lo dicho por la testigo; es 

decir, no consta ningún elemento que indique que e l investigado tenía conocimiento formal de la 

s ituación. 

Al respecto, cabe observar el criterio establecido por la Sala de lo Contencioso Administrativo 

ele la CSJ, en Ja sen tencia ele las once horas y cua renta y nueve minutos del día once ele noviembre 

de dos mil diecin ueve, pronunciada en el proceso referencia 272-20 15: "( .. . ) para tener por 

demostrada, fuera de toda duda razonab le, la culpabilidad ( ... )era ineludible que la vers ión ele In 

testigo, se confirmara con olros elementos de prueba, al grado de sostener con certeza la 

construcción ele la responsabi 1 idad del actor". "( .. . ) S in estos elementos ele prueba concomitantes, 

el tes timonio aislado( ... ) no podría fundar por sí solo, una convicción de culpabilidad( ... )". 

Atendiendo al citado criterio, se estima que s i bien la me11eionada testigo refirió que el sefíor 

 tenía conocimiento de la conducta antiética de la señora Patricia Díaz, esta afirmación, 

por si so la, no perm itiría estab lecer con certeza que el investigado infringió el deber de denuncia, 

pues no incorporó otros datos que coadyuvaran a robust ecerla, ni se obtuvieron elementos 

probatorios diferentes a los relacio nados que la confi rmaran, pese a las diligencias investigativas 

desplegadas. 

De manera que, pese a las inclngaciones efectuadas, se carece de elementos probatorios que 

permitan comprobar la supuesta transgresión cometida por el señor , relativa a que 

conocería sobre los hechos atri bu idos a la señora /\maya D íaz sin haberla comunicado a este 

Tribunal o a la Comis ión ele Ética Gubernamental del MINED. En ese sent ido, con los elementos 

probatorios recabados no ha s ido pos ible establecer s i el investigado transgredió o no el deber ético 

regulado en el artículo 5 letra b) de la LEG confonne a la conducta relacionada . 

Por las consideraciones efoctuadas, cabe señalar que "( ... ) la sana crítica, como método ele 

valoración ele la prueba, exige ( . .. ) que la autoridad ( ... ) motive su resolución con arreglo a los 

hechos probados, es decir, que se debe atri bu ir a cada prueba un valor o s igni íicado en particular, 

determinando si la misma conduce o no a establecer la existencia del hecho denunciado y el modo 

en que se p rodujo; asimismo, cuando se presente mús de una prueba para estab lecer la existencia o 

el modo de un mismo hecho, dichas pruebas deberán valorarse en común, con especia l motivación 

y razonamiento" (artículo 416 inciso Jº Có<li go Procesal Civi l y Mercantil), y (resolución 

pronunciada por la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia el d ía 

l 5/XV2016, en el proceso referencia 20-20 1 1 ). 
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/\si mismo, es preciso indicar que el principio in dubio pro administrado, es una regla o criterio 

interpretativo desti nado a fovorecer al investigado en situaciones de duda. 

De manera que, cuando el juzgador no es capaz de formar su convicción con el grado de 

certeza máxima posible ul ser humano, excluyendo toda duda razonable, y como quiera que tenga 

la obligación insoslayable de r<.:solver, ha de optar por aquella decisión que "favorezca al acusado". 

En definitiva, es una condición o exigencia subjeti va del convencimiento del en te decisor en 

la valoración de la prueba incul pntoria existente aportada ni proceso, ele forma que si no es plena la 

convicción se impone el follo absolutorio. 

La Sala ele lo Contencioso Aclministrnti vo de la Corle Suprema de .J usticia ha sostenido que 

·'el principio ele in dubio pro administrado consti t11yt.: una regla procesal aplicable únicamente en 

caso de que la prueba producida en el debate, gent.:re duda en la convicción del juzgador, dicha regla 

se relaciona con Ja comprobación de la existencia de la infracción administrativa y la panicipación 

del investigado, correspondiéndole su apreciación crí ti ca a la libre convicción del Tribunal al 

momento de va lorar la prueba. Se eren la eluda cuando ex isten determinados elementos probatorios 

que señalan la culpabilidad, y n éstos no se les da la credibil idad necesaria para derivar con certeza 

lo que se pretende probar, sea porque ex isten otras pruebas que lo descartan o porque aquel la prueba 

en sí mismo no le merece confianza" (Sentencia rcr. J08- 201 1 del día 22/X/2014). 

En el caso particular. como ya se indicó al advertirse la falta de credibi lidad en el testimonio 

de cnrgo recibido en este procedimiento, no puede ser considerado como prueba fehaciente de la 

comisión de los hechos relacionados atri buidos al señor , para la 

imposición de una sanción o, en otrns palabras, 1m es pos ible arribar a una certeza positiva que 

permita conclui r que dicho investigado reali zó las conduelas descritas. 

En conclusión, según se ha detallado en este apartado, con la va loración de la prueba 

testimonial y documental ret:nbada en este proccdi111icnLo no existe un verdadero convencimiento 

que el investigado  haya transgredido el artículo 5 letra b) de la LEO. 

Por tanto, con base en los artículos 1 y 14 de la 'onstitución; 11 l. 5 y VI. 1 letra e) de la 

Convención lntcrameri ctma contra la Corrupción; 1, 7 y 8 de la Convención de las Naciones Unidas 

contra la Corrupción; "I letras a), b), h) e i), 5 letra b), G letrn e), 20 letra a), 37, 42, 4J y 44 de la Ley 

ele Ética Gubernamental ; 99 y 102 del Reglamento de dicha Ley, este Tribunal RgSUEl ,VE: 

a) Absuélvese al señor , Excl irector del Cent ro Escolar 

"Japón", de l municipio de Mejicanos, por la infracción al deber ét ico regulado en el artículo 5 letra 

b) de la Ley de 12ti ca Gubernamental, por las nnoncs expuestas en el considerando VI de la presente 

resolución. 

b) Sa11ció11ase a la señora Pat r icia Díaz Amaya, t.:x Subdirectora del turno vespertino del 

Centro Escolar "Japón", del municipio de Mejicanos, con una multa de doscientos cincuenta y un 

dó lares con seten ta centavos de los Estados Unidos de /\mérica (US$25 l .70), equiva lente a un 

salario mínimo mensual urbano parad sector comercio, por haber transgredido la prohibición ética 

reguladn en el artículo 6 letra e) de la Ley ele l ~ ti ca (iubernamental, en razón quG en las fechas ocho, 

catorce y veinte de julio; quince y veintiséis de agosto; cinco de septiembre; cuatro y dieciséis de 

12 



noviembre; todos del año dos mil dieciséis; as í como nueve de junio y trein ta de julio, ambas fechas 

ele dos mil diecisiete, la señora Patricia /\maya Díaz no justi ficó sus inasistencias a su lugar de 

trabajo. 

e) Se hace saber a los investigados que, de con formidad a los artículos 39 ele la l ,ey ele Ética 

Gubernamental, 101 del Reglamento ele dicha Ley, 104 , 132 y lJJ de la Ley el e Procedimientos 

Adm inistrativos. para la presente resol ución se encuent ra habllitacla la interposición del Rccmso de 

Reconsicleración, el cual es optativo para el agotamiento de la vía admi11 istrativn; y de disponer su 

utilización, deberá presentarse dentro del plazo de diez días hábiles, contados a partir del día 

siguiente a la notificación respectiva. 

Notiffquese. 

MIEM BROS DEL TRIBUNAL QUE LO SUSCRIBEN -
Co9 
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